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UNA ESTRELLA QUE PROMETE, PERO NO DESPEGA

El Informe McKinsey (Mourshed, Chijioke y Barber, 2010) ofreció una tipología de los factores de despegue, trayectoria y sostenibilidad de los sistemas educacionales del mundo, poniendo foco en aspectos de enseñanza y aprendizaje, rendición de cuentas y resultados. La tipología fue construida usando datos secundarios a nivel nacional e incluyó visitas de especialistas a cada país participante. Con ello, se identificaron las trayectorias de mejora que han recorrido una variedad de sistemas escolares, detallando las políticas implementadas por los países más exitosos, así como los obstáculos y desaciertos de aquellos que se encontraban en una situación inicial de mejoramiento. Chile formó parte del estudio y fue significativo que como sistema escolar fuese catalogado como una "estrella promisoria".

Ha pasado casi una década, y el reciente informe de la OECD (2019), que revisó con exhaustiva profundidad por encargo del Ministerio de Educación la situación de la educación chilena, concluye que Chile mantiene un marcado rezago respecto del promedio de países de la OECD en aspectos como la calidad y distribución social de la enseñanza y el aprendizaje, la estratificación socioeconómica del sistema escolar, y las políticas de construcción de capacidades para profesores y directivos. En lo grueso, indica el Informe, a diferencia de los sistemas escolares más sólidos, Chile carecería de una visión estratégica y coherencia sistémica en cuanto a los propósitos que sirve su sistema educacional y el alineamiento de los pilares que lo estructuran.

Por supuesto, el Informe OECD (2019) mencionado es constructivo y reconoce aciertos y avances, como la Ley SEP, la primera posición que alcanzamos en Latinoamérica en pruebas estandarizadas como PISA, o la conveniencia de políticas recientes que aún están en su etapa embrionaria, y cuyo éxito no está asegurado en lo absoluto sino que más bien depende de esfuerzos decididos por parte de múltiples actores desalineados entre sí (como por ejemplo, la Carrera Docente y Nueva Educación Pública).

En ese cuadro, el presente libro busca reactivar el sentido de urgencia sobre la importancia de la educación en la construcción de una sociedad más justa, próspera y sustentable. El libro plantea que las sucesivas reformas educacionales no han logrado transformar la educación. Reformar sin transformar parece resumir bien la inercia que caracterizan las sucesivas olas de reforma en las que se ha embarcado el país. Ya sea porque no apuntan en la dirección correcta, o bien porque fallan en su diseño e implementación. En consecuencia, Chile enfrenta el desafío de introducir nuevas transformaciones al tiempo que debe implementar de manera eficaz reformas recientes que podrían trasformar la educación chilena.

El libro propone tres dominios en los que Chile debe focalizar sus esfuerzos de transformación: capacidades, innovaciones y regulación. Más abajo ofrecemos la definición e importancia de cada uno de estos tres dominios.

REFORMAR SIN TRANSFORMAR: NO SOMOS UN CASO AISLADO EN EL MUNDO

Mirar la experiencia de otros sistemas escolares puede iluminar la propia. A primera vista, parecen reconocibles las falencias identificadas en otros contextos. Richard Elmore (2010) ha documentado bien la falta de foco y poca transformación del núcleo pedagógico (interacción entre enseñanza, aprendizaje y curriculum) que caracteriza no sólo a las reformas, sino también a las prácticas intra-escuela. Por otra parte, la incoherencia sistémica y desalineación de propósitos que identifica Michael Fullan (2001) en muchas reformas, hace que estas no logren ser apropiadas por parte de los actores educacionales locales. O, por último, las dificultades de implementación de las reformas que ha reportado Amanda Datnow (2005), constatando que en su diseño se pasa por alto el hecho que las políticas son co-construidas, re-interpretadas y negociadas a nivel local. La superficialidad, desalineación y centralización descritas hacen que las reformas no transformen sino que sólo mantengan el status quo, o en el peor de los casos, generen daños colaterales.

Sin embargo, el aspecto más revelador que da cuenta de los límites de las reformas chilenas en las últimas décadas, puede encontrarse en la teoría de la acción y modalidades de intervención que las han guiado. Hargreaves y Shirley (2012) las llaman la tercera vía de reformas educacionales, cuya característica central fue morigerar los efectos de la segunda vía de reformas conformadas por políticas de estandarización, sobre-medición, mecanismos de mercado y privatización, implementadas al inicio de los noventa en países como EE.UU., Reino Unido y en forma acentuada Chile, y que Sahlberg (2016) catalogó como un germen global (GERM en inglés, como abreviación de Global Educational Reform Movement). Hargreaves y Shirley destacan tres aspectos que caracterizan el modo de implementar dichas políticas de tercera vía por parte de sus formuladores. Primero, una estrategia "autocrática", diseñada desde el centro hacia el espacio local, que impone iniciativas y logros esperados diseñados desde el centro, que confía a ciegas en recetas, en modelos abstractos, que ignora que el cambio educacional requiere apropiación, construcción de capacidad a nivel local y confianza en la visión que los actores locales tienen de su propia práctica. Segundo, una "obsesión tecnocrática" con los datos, examinaciones y dispositivos de monitoreo central que tienden a invertir la relación entre medios y fines en educación (como el SIMCE estandarizado y cierre de escuelas) y a ignorar los efectos colaterales de la sobre-medición. Los datos han devenido la finalidad misma, han reorganizado las prioridades educacionales y curriculares, y han hecho sucumbir cualquier asomo de una pedagogía inclusiva, dialógica o innovadora. Tercero, "efervescencia" ilusoria en celebrar como logros transformadores ganancias rápidas en tests estandarizados inestables y esporádicos, que no aseguran transformaciones sustantivas en los aprendizajes ni construyen capacidades profesionales sostenibles en las escuelas. El estilo autocrático, la tecnocracia y la efervescencia que exhiben en ocasiones algunos formuladores de políticas, políticos y ciertos activistas educacionales es complaciente y cortoplacista respecto de los propósitos educacionales mayores a los que toda sociedad democrática aspira.

CAPACIDADES: EL BUEN DESEMPEÑO NO ES ESPONTÁNEO, SE CONSTRUYE

La mejora educacional requiere de la transformación profunda de los valores, los propósitos y las prácticas. Una transformación semejante, sólo ocurre y alcanza sostenibilidad en el tiempo mediante la construcción sistémica y coherente de las capacidades de los actores educacionales. Por capacidades nos referimos al repertorio de recursos profesionales que explican el nivel de desempeño y dotan de una fisonomía compartida a un campo profesional. Sin transformar las capacidades, el desempeño permanece inmóvil, dando cuenta del estancamiento de los aprendizajes en muchos sistemas educacionales. Las capacidades refieren a recursos profesionales compartidos, que permiten construir, rendir cuentas y sostener un campo profesional. En específico, los recursos profesionales se refieren al conocimiento, recursos asociativos y estructuras de apoyo de los que depende la calidad del desempeño profesional. Es lo que Hargreaves y Fullan (2012) llaman ‘capital profesional’ (ver capítulo 15 para su definición), o evoca lo que Elmore (2010) llama el ‘principio de proporcionalidad', según el cual la calidad del desempeño está proporcionalmente explicada por la calidad o disponibilidad de recursos para su despliegue. Sin una transformación profunda y continua de las capacidades de los profesionales de la educación, es improbable que cambien las instituciones escolares o mejoren los aprendizajes. La razón es evidente: son las comunidades escolares las que procesan, activan y sostienen los cambios. Por eso, es probable que muchas reformas no hayan logrado modificar las capacidades de las comunidades, limitando su capacidad de transformación. De ahí que uno de los desafíos que enfrenta Chile en educación es asegurarse de que un conjunto de reformas orientadas a construir capacidades logre transformar efectivamente el desempeño profesional y los aprendizajes.

Esta primera parte del libro discute sobre las reformas orientadas a construir capacidades en los profesionales que están al centro del cambio educacional y la acción pedagógica: profesores (capítulo 1), formadores de profesores (capítulo 2) y directivos (capítulo 3). En segundo lugar, se discute sobre la creación de capacidades en la comunidad escolar en torno a dos aspectos específicos y críticos para el futuro de la convivencia democrática: la formación ciudadana en los colegios y la revalidación del lugar de la pedagogía en el aprendizaje humano.

Cabezas, Hochschild y Medeiros (capítulo 1) identifican con claridad y perspectiva, los desafíos que enfrentará la implementación del Sistema Nacional de Desarrollo Profesional Docente, así como la importancia de focalizarse en las acciones de soporte de la política, para que efectivamente tenga efectos en los aprendizajes de los estudiantes. Como se mencionó, el reciente reporte de la OECD (2019) sobre Chile plantea que el salto en calidad de los aprendizajes del sistema escolar depende en gran medida del éxito de esta reforma en curso. Asimismo, el mismo informe (OECD, 2019), identifica a la calidad de la formación de los profesores como uno de los desafíos pendientes de la educación chilena. En concordancia con ello, en el capítulo 2, Viviana Gómez se concentra en un actor de crucial importancia, y generalmente olvidado en la discusión pública: el formador de profesores. Dado que la calidad de los futuros profesores depende en gran medida de la calidad de la enseñanza que reciben en su etapa de formación, la autora reflexiona acerca de las habilidades, conocimientos y estrategias pedagógicas que deberían adquirir aquellos que "enseñan a enseñar".

Luego, el capítulo 3 de Volante, Llorente, Lazcano y Fuentes aborda en profundidad la construcción de capacidades en los directivos chilenos, un aspecto que requiere mayor dinamismo que el observado en las iniciativas ministeriales de gobiernos previos. No hay matices ni novedad sobre el asunto, los directivos y su preparación son un soporte fundamental para la labor docente y para la construcción de comunidades profesionales. El capítulo recoge los elementos claves que caracterizan los programas de formación de líderes escolares a nivel global, fijando un horizonte de desarrollo profesional para la carrera directiva en Chile en los próximos años.

A continuación, en el capítulo 4, Zúñiga y Cárdenas ofrecen un completo panorama de la situación que atraviesa en las comunidades escolares la adopción de la política de Formación Ciudadana. Un asunto de importancia ante los niveles de desafección política que exhiben las nuevas generaciones, no sólo en Chile sino también en Latinoamérica, donde una mayoría de jóvenes afirma que apoyarían un régimen dictatorial si trae consigo bienestar económico (Schulz, Ainley, Cox y Friedman, 2018). Con una orientación práctica, el capítulo entrega recomendaciones a las comunidades educativas para la implementación de los Planes de Formación Ciudadana en las escuelas. Las autoras plantean la importancia de transitar desde un paradigma de la Educación Cívica a uno de Formación Ciudadana, enfatizando la promoción de los principios ciudadanos, el tratamiento de temas socialmente relevantes y la participación y convivencia de los estudiantes en una sociedad democrática.

Por último, Zamora, Meza y Cox (capítulo 5), en base a una reflexión conceptual y ejemplos empíricos, se preguntan cómo repensar y proponer una autoridad pedagógica basada en el respeto -sin caer en los extremos de la imposición o de la persuasión simétrica-ante los cambios culturales y sociales de los últimos años, basados en el reconocimiento de los derechos de niños, niñas y adolescentes. Lo que el capítulo trae a escena es la reconfiguración y reposicionamiento del rol del profesor en una sociedad crecientemente descreída con las instituciones y la autoridad.

INNOVACIONES: UNA GOLONDRINA NO HACE VERANO

La noción de innovación ha penetrado fuertemente el mundo educacional generando a su paso entusiastas ingenuos, detractores furiosos y adeptos realistas. Empleamos el término como una invitación disruptiva que busca llevar a un sitial distinguido un conjunto de temáticas, posiblemente desconectadas entre sí en su tratamiento público o académico, pero que están complemente imbricadas en las experiencias educacionales cotidianas de los estudiantes. Seguimos la definición de Vincent-Lancrin et al. (2019, p. 21) y la OECD sobre innovación educacional, que la definen como "un nuevo producto o proceso (o combinación de ambos) que difiere significativamente de lo que había previamente, y que se pone a disposición de potenciales usuarios (producto) o se comienza a implementar en la institución (proceso)".1

Por supuesto, no es el propósito aquí documentar ni clasificar el volumen de prácticas de innovación presentes en el país. Vincent-Lancrin et al. (2019) reportan 139 tipos de prácticas innovadoras organizadas en áreas como aprendizaje en ciencias o matemáticas, evaluación, trabajo colaborativo docente, o motivación del estudiante. Ahora bien, la innovación no es un fin en sí mismo, sino que debe mejorar algún resultado educacional. La innovación puede tener un impacto diferenciado sobre diferentes metas educacionales: los resultados de aprendizaje, el involucramiento de los estudiantes, la equidad, costo-eficiencia, o mejores condiciones de desarrollo profesional docente. Según el reporte de Vincent-Lancrin et al. (2019) sobre innovación educacional, en promedio, los países que más han cambiado sus prácticas pedagógicas también han mejorado los resultados académicos de sus estudiantes. Los países que más han innovado durante la última década también exhiben mejoras en la satisfacción y goce de sus estudiantes en la escuela. Pero, en promedio, se observa un nivel moderado de innovación en las prácticas educativas en educación primaria y secundaria de los países de la OCDE. Por eso conviene recalcar que un país que innova en educación lo hace sistémicamente. La innovación educacional que impacta es aquella generada a través de todo el sistema, no aisladamente, porque una golondrina no hace verano. Para ello se requiere infraestructura social, recursos profesionales y sistemas intermedios de apoyo sólidos. De ahí la importancia para Chile de impulsar las condiciones necesarias para que la innovación sea parte de todo nuestro sistema escolar a nivel local.

Los capítulos aquí agrupados dan cuenta de aspectos en los que Chile está en deuda y requiere abordar con sentido de urgencia, tanto a nivel escolar como universitario. Del lado escolar, Treviño, Varela, Rodríguez y Straub, en el capítulo 6, abordan probablemente el desafío más urgente y ambicioso de la educación chilena: cambiar las experiencias de aprendizaje de nuestros estudiantes en contextos de inclusión. Para ello, en base a una robusta y bien documentada revisión de literatura, el capítulo analiza la desconexión entre los modos de enseñanza de los docentes y la forma en que aprenden los y las estudiantes. Con foco en las neurociencias y el desarrollo infantil, los autores buscan proponer nuevas formas de organización escolar e interacciones de aula, poniendo el foco en el aprendizaje profundo para estudiantes diversos.

Luego, Claro y Cabello en el capítulo 7 dan cuenta de una de las transformaciones más impresionantes de nuestra civilización: la transformación que genera el mundo digital en las relaciones sociales y el aprendizaje. El capítulo realiza una revisión de las políticas educativas digitales implementadas desde los años noventa, para luego proponer un nuevo enfoque integral para su desarrollo, que, más allá de enfatizar el aporte funcional de las tecnologías, esté orientada al desarrollo socioemocional, creativo y cognitivo de los estudiantes, como aspectos críticos para desenvolverse en la sociedad digital presente y futura a la que pertenecen.

El espacio escolar debe ser uno de los aspectos más postergados de las reformas educacionales pese a su enorme capacidad de transformar y repercutir en las experiencias de aprendizaje y comunitarias de los estudiantes. Abordando ese vacío, Flores y Marini en el capítulo 8, usando como herramientas conceptuales la filosofía y la estética, nos plantean la relevancia pedagógica del lugar y el espacio para la calidad en la educación. Sin más, los autores ofrecen sólidos argumentos para sostener que el espacio es un elemento activo, transformador y transversal de toda la experiencia de aprendizaje escolar.

A su vez, una de las transformaciones socioculturales más repentinas y desafiantes que ha enfrentado la sociedad chilena últimamente son los fenómenos migratorios. A riesgo de exagerar, no extrañaría que su importancia repercuta en nuevos clivajes de disputa cultural y política. Por lo mismo, su importancia en el campo educacional es creciente en tanto desafía, no sólo a las políticas educativas sino especialmente a la cotidianidad pedagógica y comunitaria de nuestros establecimientos educacionales. Y las desafía en tanto requieren innovaciones sostenidas para educar en contextos de una diversidad nunca antes vista a esta escala por el sistema escolar. En razón de ello, Vizcarra y Martínez en el capítulo 9 analizan los desafíos de la escuela en un nuevo contexto de flujos migratorios, que exige una acción pedagógica con enfoque intercultural, que reexamine sus creencias, reconozca las diferencias, y utilice como herramienta el diálogo y la acción colectiva. El capítulo ofrece recomendaciones de enorme valor a los profesionales educacionales que a diario educan en diversidad.

El capítulo 10 de Muñoz y Lira desafía a las universidades a cambiar procesos y políticas que repercutan en la eliminación de las desigualdades de género. En ese sentido estricto, las autoras reflexionan y ofrecen elementos que permitan a las instituciones de educación superior innovar en sus políticas, procedimientos o lógicas. Si bien puede resultar controversial relacionar innovación y feminismo, pues no solo se trata de un cambio de prácticas organizacionales sino de una profunda transformación de relaciones de poder bien afianzadas, las autoras proponen una teorización feminista para analizar las políticas de producción del conocimiento. Empleando como herramientas conceptuales al nuevo feminismo materialista y el feminismo decolonial, las autoras muestran cómo, a través de las modalidades de financiamiento de la investigación y la falta de protocolos ante el acoso sexual en la academia, se construyen y reproducen desigualdades de género, que no pueden comprenderse cabalmente si las instituciones ponen únicamente su foco de preocupación en el aumento numérico de la participación femenina.

Por último, también con foco en la educación superior, Véliz y Bernasconi en el capítulo 11 dan cuenta de los cambios de las últimas décadas en la profesión académica y los desafíos de innovación que enfrentan las universidades para empujar y sostener cuerpos académicos que respondan a los desafíos que la sociedad crecientemente plantea a las universidades. Ello especialmente en un mundo cambiante donde el conocimiento de frontera, generado en universidades complejas, es gravitante para el futuro de un mundo amenazado por los cambios climáticos y desafiado por su dinamismo político-cultural. En específico, los autores analizan el modo en que estas tendencias a nivel global impactan en el desarrollo de los profesores de educación superior en los últimos años, presentando importantes desafíos para la nueva institucionalidad que comienza a instaurarse en la política científica y en las instituciones de educación superior.

REGULACIÓN: EL MITO DE LA AUTORREGULACIÓN DE LOS MERCADOS EDUCACIONALES

Utilizamos el término regulación (y no políticas públicas, o programas educacionales) con el propósito explícito de hacer notar que nuestro sistema educacional, en cuanto a su provisión, financiamiento y acceso, está organizado conforme a lo que la literatura especializada del mundo denomina un modelo marcadamente privatizado de organización educacional, y configurado en base a una teoría de incentivos como medio para la mejora escolar.2 El resultado predominante de esa estrategia ha sido la estabilidad de la desigualdad educativa, la segregación educacional y la pérdida de una visión educacional colectiva y estratégica para fortalecer la democracia y construir prosperidad (e.g. Ravitch, 2010; Orfield y Frankenberg, 2013; Lubienski, 2013; Verger, Bonal y Zancajo, 2016; Seppánen et al., 2015). Los mecanismos distintivos de dicho esquema son: provisión privada financiada por el Estado, amplia elección de escuela sin restricción zonal, y esquema de voucher universal que impulsa la competencia por recursos. En semejante esquema, donde el Estado se ha retraído en la provisión y ha mantenido protagonismo únicamente en el financiamiento, la regulación constituye la única herramienta con que la sociedad cuenta para guiar, modelar o intencionar resultados societales y colectivos, toda vez que las motivaciones de los agentes educacionales privados no siempre coinciden con el interés público.

Como se mencionó al inicio, Chile mantiene urgentes desafíos de disminuir el profundo nivel de estratificación y desigualdad educacional que arrastra. Pero los mecanismos de privatización que emplea no están diseñados para contribuir a resolver dicho desafío; más bien lo contrario, la literatura mundial converge en reportar que los producen y agudizan. La Ley de Inclusión (2015) mitigó muy marginalmente este esquema de privatización. Más bien lo que hizo fue afianzarlo, pues solo abordó elementos extremos con que opera la privatización educacional (lucro, selección temprana, muy mínimas barreras de entrada a privados), pero refrendó la provisión mixta, fortaleció la elección de escuela y omitió complemente asuntos relativos al financiamiento (Carrasco, 2015). Nuevamente, se trató de una reforma que transformó mínimamente los aspectos destacados del esquema de privatización chileno. Por supuesto, para ser justos, estas mínimas reformas fueron enérgicamente resistidas, lo que hacía inviable otras más alineadas con los esquemas de provisión del que gozan en promedio los países de la OECD. Por otro lado, la creación de la Nueva Educación Pública es una reforma que busca contrapesar a largo plazo el peso de la provisión privada, aunque bajo la misma gramática de competencia educacional y, por tanto, con resultados inciertos.

Así las cosas, en vista de las futuras trasformaciones que requiere la educación chilena, si realmente se aspira a mejorar la distribución social de las oportunidades educacionales, esta tercera y última parte del libro, discute sobre aspectos regulatorios relevantes del presente y futuro. El análisis se aplica tanto a políticas en desarrollo (e.g. educación parvularia, educación pública o el nuevo sistema de admisión), como a desafíos regulatorios futuros (la provisión particular subvencionada, o el financiamiento).

En el capítulo 12, Adlerstein y Pardo realizan un análisis crítico de la fragmentada institucionalidad del nivel de párvulos históricamente existente en Chile, para luego explicar el potencial de la nueva arquitectura institucional que conformará, por primera vez, un sistema de educación parvularia en el país. Al mismo tiempo, alertan sobre algunas tensiones que emergen de su gobernanza, en aspectos como la agenda de calidad, la rendición de cuentas y el desarrollo de capacidad humana. El capítulo discute sobre los desafíos que estos aspectos plantean para una implementación exitosa, que transforme las oportunidades en la temprana infancia.

Por su parte, una de las reformas más gravitantes para el desarrollo de la educación chilena es la Nueva Educación Pública. Sin embargo, el futuro de su implementación es incierto pues requiere convicción, conducción técnico-política y priorización. En ese contexto, Villalobos, Carrasco, Treviño y Wyman en el capítulo 13 describen las implicancias y alcances que tendrá la Nueva Educación Pública, así como las condiciones necesarias para la correcta implementación y sustentabilidad a largo plazo de una de las mayores reformas de los últimos años. Una de las contribuciones del capítulo es ofrecer un modelo de evaluación que establece los objetivos de política educativa exigibles a esta reforma, así como el modo de estimar su real impacto en aspectos de aprendizaje y de capacidades institucionales.

Luego, en el capítulo 14, Carrasco, Honey, Oyarzún y Bonilla abordan el nuevo Sistema de Admisión Escolar (SAE), uno de los aspectos más controversiales de la discusión educacional actual, en cuanto la actual coalición de gobierno ha propuesto al Congreso una reforma al diseño establecido en la Ley de Inclusión, y que está en pleno proceso de implementación. Los autores plantean que el SAE es sólo un medio, no un fin en sí mismo. Describen los logros iniciales del sistema (al tiempo que advierten sobre sus límites), y ofrecen datos empíricos para argumentar que el SAE interactúa con otros factores en su propósito de disminuir la segregación escolar (como la segregación residencial, la auto-selección y la distribución territorial de la oferta). En ese sentido, plantean que la mejora de la calidad de la educación excede el papel del SAE. Con todo, los autores plantean la inconveniencia de realizar modificaciones sustanciales a su actual diseño.

Por su parte, Carrasco, Bonilla y Rasse, en el capítulo 15, analizan la heterogeneidad del sector particular subvencionado, proponiendo una tipología que distingue a los sostenedores según sus motivaciones y capital profesional. Lejos de ser un sector homogéneo, su diversidad no se refiere a variedad de proyectos educativos, sino más bien a diferencias críticas en el tipo de sostenedores educacionales (en calidad profesional y soporte institucional), que derivan de las bajas barreras de entrada que ha establecido Chile en las últimas décadas para convertirse en sostenedor privado. Esa debilidad regulativa ha afectado negativamente la equidad de la oferta educacional particular subvencionada.

Por último, Treviño, Carrasco, Villalobos y Morel analizan un aspecto que no ha estado en el debate educacional de los últimos años, pese a su impacto en la desigualdad de oportunidades educacionales. El capítulo 16 realiza un análisis del sistema de financiamiento de la educación chilena centrando su atención, ya no en la eficiencia económica del sistema, sino en las influencias sociales, educativas y culturales que este esquema ha tenido sobre los actores del sistema educativo. Así, recomienda revisar y transformar el modelo de vouchers basado en asistencia, pues estaría impidiendo el logro de metas de inclusión y calidad, generando además una serie de efectos negativos colaterales.

"De la Reforma a la Transformación" reúne a un grupo de especialistas, educadores e investigadores educacionales con el fin de generar debate, contribuir con ideas y activar una conversación sobre los desafíos que enfrentan las reformas que se encuentran en plena implementación, así como de futuras políticas e iniciativas que una genuina transformación educacional requiere. Con todo, hay muchas áreas de política educativa de alta prioridad que pese a su importancia, exceden las capacidades y espacio del presente libro (por ejemplo, la educación técnico-profesional media y universitaria, la educación inclusiva, la calidad de la pedagogía a nivel parvularia, la docencia universitaria, la evaluación formativa para el aprendizaje en el sistema escolar, o el impulso decidido en infraestructura y currículum de las artes y la música). Su ausencia es signo de la complejidad del campo educacional, su amplitud, y de la importancia de formar una mayor masa crítica de analistas, educadores e investigadores educacionales que contribuyan, aunque indirectamente, a transformar la educación chilena mediante el conocimiento y la experiencia práctica. Para ese conjunto de temas ausentes, queda el desafío de explorar la principal hipótesis del libro relativa a los límites de las recientes reformas educacionales para transformar decisivamente la experiencia educativa de sus estudiantes.
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1 Para ejemplificar: “Las organizaciones educacionales (escuelas, universidades, centros de perfeccionamiento, editoriales escolares, entre otras) contribuyen a la innovación de productos cuando introducen nuevos insumos, como programas de estudio, textos o recursos educacionales, o nuevas pedagogías o experiencias educacionales (por ejemplo, cursos en línea o nuevas cualificaciones). Por otro lado, contribuyen a la innovación de procesos cuando cambian significativamente sus procedimientos organizacionales para producir bienes o servicios educacionales. Por ejemplo, pueden cambiar la forma en que los profesores trabajan juntos, o cómo agrupan a los estudiantes y gestionan otros aspectos de sus experiencias de aprendizaje; o cómo colaborar con otras instituciones.” (Vincent-Lancrin et al., 2019: 19).

2 Es importante aclarar que Chile combina dos esquemas que, en teoría, no necesariamente deben ir de la mano en un sistema educacional: la privatización educacional y la organización de mercado. Perfectamente, un sistema escolar puede emplear mecanismos de mercado (elección y voucher), sin ser privatizado. O bien, un sistema puede ser privatizado pero sin emplear mecanismos de mercado (sin elección y con financiamiento a la oferta). Pues bien, Chile como un caso excepcional en el mundo, emplea ambos mecanismos a la vez y a escala universal (ver, Corvalán, Carrasco y García Huidobro, 2016).
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1. INTRODUCCIÓN: RELEVANCIA DE LA LEY DE LA NUEVA POLÍTICA DOCENTE

Tras diez meses de discusión, la Ley de Política Nacional Docente (PND) fue promulgada el 1° de abril de 2016 bajo el gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet Jeria. Con ello se empieza a poner en marcha el proceso de implementación de la reforma docente más importante desde la aprobación del Estatuto Docente en 1991 (Ley 20.903).

Es probablemente una de las leyes de esta envergadura de más rápida aprobación, explicado en gran parte por el consenso transversal en torno a la importancia de esta política. Cabe destacar que en la construcción del primer proyecto de ley, que ingresó en abril de 2015, existieron diversas instancias de trabajo pre-legislativo. En particular, el Ministerio de Educación impulsó diversas formas de participación y diálogo con otros actores del sistema educacional. Fue en este contexto que, además de los diálogos realizados para toda la reforma educacional, la política docente tuvo sus propios espacios de participación ciudadana, tales como los diálogos gremiales con el Colegio de Profesores de Chile A.G., encuentros con más de 20.000 profesores en enero de 20151 y la recepción y análisis de las propuestas de El Plan Maestro, iniciativa que articuló las deliberaciones y propuestas convocadas por 20 organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la educación (Hochschild, Díaz, Walker, Schiappacasse y Medeiros, 2014). El Plan Maestro, en particular, con su proceso de participación ciudadana, logró la adhesión de 26.000 personas, generando 129 propuestas para la política docente. Muestra de este apoyo ciudadano y del apoyo de los docentes, se refleja en la Encuesta Voces Docentes I, donde el 76% de los profesores manifiesta la necesidad de legislar una política para reglamentar el desarrollo profesional docente (CPP UC y Elige Educar, 2015). No obstante, la tramitación no estuvo exenta de conflictos, y se generaron paros y movilizaciones de profesores a nivel nacional, manifestando su descontento con elementos del proyecto.

Adicionalmente, en los últimos años se habían desarrollado una serie de iniciativas y propuestas que buscaban fortalecer formalmente una carrera docente.2 Sin embargo, si bien se habían producido cambios institucionales en Chile que afectaban directa o indirectamente ciertos aspectos de la profesión3, no se había logrado concretar una política docente de estas características: Una política docente integral que favorece la articulación del sistema educativo en función del desarrollo de los profesores y del mejoramiento de sus condiciones de enseñanza. Lo anterior, con miras a impactar en el mediano plazo la calidad de la enseñanza en los establecimientos educacionales de Chile.

Existe un amplio consenso a nivel nacional sobre la importancia que tienen los profesores y educadores en el desarrollo de habilidades y oportunidades de aprendizaje en los estudiantes y, por lo tanto, de la importancia de enfocarse en la calidad docente (Hochschild et al., 2014; Índice Elige Educar-Adimark, 2015). Asimismo, la evidencia empírica es clara en señalar que la calidad del profesor es el factor intra-escuela más relevante a la hora de explicar diferencias entre la calidad de los aprendizajes de los alumnos (Kane, Rockoff y Staiger, 2008; Aaronson, Barrow y Sander, 2007; Schleicher, 2012). Así, los análisis comparados han demostrado que el techo de cualquier sistema educacional está en sus docentes (Barber y Mourshed, 2008). Es por esto que uno de los mayores desafíos de los países para mejorar la calidad de sus sistemas educativos está en cómo atraer, y en especial retener, a buenos docentes en la sala de clases (OECD, 2005; Elacqua, Hincapié, Vegas y Alfonso, 2017).

En el marco del actual proceso de implementación de la Nueva Política Docente, este capítulo busca ser un aporte a la discusión nacional analizando los principales desafíos en su proceso de puesta en marcha. Primeramente, la sección dos analiza los principales componentes de la Política Nacional Docente y cómo se contrasta con la evidencia empírica. La sección tres analiza los desafíos en su proceso de implementación, para posteriormente en la sección cuatro realizar propuestas de política pública a nivel macro y micro, y ser un aporte a los tomadores de decisión. En particular, se analizan los desafíos en torno al aumento de la selectividad en el ingreso a las carreras de educación, relevando la necesidad de generar planes de atracción y comunicación de las nuevas condiciones de la profesión. También, se evidencia la importancia de poner foco en los factores de soporte de la política, para que efectivamente tenga efectos en lo pedagógico. Además, se da cuenta de la relevancia de estipular de antemano qué es lo que se define como horas no lectivas y su uso, para que estas sean utilizadas a favor de la labor pedagógica de los docentes. Asimismo, se destaca la urgencia de acelerar el ingreso de los educadores de párvulos a la carrera docente y a los beneficios que entrega la política, considerando el rol que juegan en la etapa más importante del aprendizaje de los estudiantes. Y, por último, se destaca la necesidad de reconocer y atraer a los docentes destacados a establecimientos de mayor vulnerabilidad, ya que es donde más se requieren para ser un factor de cambio. Finalmente, se entregan algunas consideraciones generales.

La relevancia de la PND radica en su potencial impacto en la calidad del sistema educacional al legislar directamente sobre las distintas etapas del desarrollo profesional docente, desde la formación inicial hasta la progresión en la carrera docente. De la escasa evidencia internacional que ha analizado el efecto de políticas docentes, destaca que efectivamente son aquellas políticas integrales las que tienen efecto en la calidad docente y en los resultados educacionales de los estudiantes, no así aquellas que consideran sólo un aspecto de mejora (Ingvarson y Rowley, 2017). A esto, se suma la evidencia sobre sistemas de evaluación a profesores (MET Project, 2010, 2012) y factores sistémicos que determinan impacto en los aprendizajes (OECD, 2017), que permiten suponer y esperar un potencial impacto de la política.

Sin embargo, es relevante destacar que ni la validez interna de los estudios internacionales, ni su potencial para aplicarse a otros contextos, permiten asegurar que finalmente existirá tal impacto positivo en calidad del sistema educacional. Esto a menos que ciertos mecanismos de mejora puedan ser implementados efectivamente. En efecto, la existencia de incentivos económicos, más tiempo de planificación y el apoyo pedagógico a la mejora de la docencia, son factores que tienen potencial de impacto, pero dependen de su implementación para detonarse significativamente. Por otro lado, la Política Nacional Docente permite desarrollar indicadores sistémicos sobre la docencia -que ayudan a la evaluación y el diagnóstico de sus avances-, pero estos indicadores no nos dicen qué hacen y cómo lo hacen los profesores para mejorar en el día a día, cuestión que sobrepasa las posibilidades de una ley. El hecho de que exista consenso frente a la relevancia de esta política debería facilitar el proceso de implementación (Schleicher, 2016), pero para que la mejora de los procesos de enseñanza-aprendizaje ocurra, hay varios factores de soporte que tienen que estar presentes. En el caso de esta política, todos aquellos que han demostrado ser relevantes en los cambios de prácticas de los docentes.

En suma, la política docente puede incentivar el cambio y registrarlo, pero no producirlo por sí sola. Esto implica que la clave de la implementación no consiste exclusivamente en desarrollar los reglamentos, generar los instrumentos e instalar el sistema administrativo que soporte la carrera (burocracia propia de la legislación que es necesaria, pero está lejos de ser suficiente), sino en las interacciones que se puedan facilitar, haciendo uso de los instrumentos de la política.

2. COMPONENTES CENTRALES DE LA POLÍTICA NACIONAL DOCENTE: AVANCES EN EL FORTALECIMIENTO DE LA PROFESIÓN DOCENTE

La profesión docente en Chile se ha caracterizado por carecer de condiciones de ejercicio apropiadas para el buen desempeño en la sala de clases, por sus bajas remuneraciones, así como una formación inicial docente débil y desregulada, lo que ha generado efectos muy negativos en la valorización social de la carrera (Cabezas y Claro, 2011).

Es en este escenario que la PND surge como la primera política pública que incluye una visión sistémica de la carrera docente incidiendo sobre aspectos centrales de la profesión. En este sentido, la Ley aumenta los criterios de selección de los estudiantes a los programas de formación, hace más exigentes los procesos de acreditación de las universidades que pueden dictar las carreras de educación y trabaja extensamente las distintas etapas del desarrollo profesional docente, desde la formación inicial a la progresión en la carrera docente. Asimismo incorpora criterios relacionados con la mejora de las condiciones laborales de los docentes, tales como aumento salarial y mejora en la proporción de horas de contrato no lectivas en relación con las horas lectivas, además de brindar mayores apoyos al inicio y durante el ejercicio de la profesión. Se espera, por lo tanto, según la evidencia empírica internacional, que sea una Ley efectiva, ya que, tal como plantean estudios internacionales, las políticas docentes efectivas (e.g. Ingersoll, Boonyananta, Fujita, Gang, Kim, Lai y Wong , 2007), son aquellas que, además de aumentar los filtros de entrada, van acompañadas de políticas que equiparan los sueldos de los docentes y sus condiciones laborales con las de las otras profesiones, que sean capaces de competir por el grupo más selectivo de graduados, y aumentar (y sostener) la valoración social docente.

A continuación, se explican los principales componentes de la PND y la evidencia empírica que los respalda. Estos se estructuran en 6 secciones, las que analizan: en primer lugar, el aumento de los criterios de selección para el ingreso a las carreras de educación y las medidas para potenciar la formación inicial de docentes; en segundo lugar, la universalidad de la carrera; luego, el aumento en remuneraciones; el cuarto punto refiere al aumento en la proporción de horas no lectivas respecto de las lectivas; posteriormente, la creación del sistema de desarrollo profesional docente; y, finalmente, la inducción de docentes nóveles y el fortalecimiento de la formación en servicio.

2.1 Aumento de selectividad de la entrada y refuerzos en la Formación Inicial Docente

La PND, en particular, modifica las condiciones de admisión a los programas de formación docente. Se establece un aumento en la selectividad para ingresar a las carreras de educación: al 2023, los estudiantes deben provenir del 10% superior del ranking o 30% superior de PSU o de una combinatoria entre 30% del ranking y 50% PSU. Sin perjuicio de lo anterior, también se agrega la alternativa de ingresar a las carreras de educación a través del Programa de Acompañamiento y Acceso Efectivo (PACE) o propedéuticos pedagógicos realizados por cada facultad y aprobados por el Mineduc. De esta manera, se busca favorecer la existencia de otros mecanismos de ingreso que midan potencialidades alternativas a las tradicionales (ranking y PSU).

Si bien desde el año 2010 las universidades del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas (CRUCH), junto a algunas privadas, ya habían implementado el requisito de tener un piso mínimo de puntaje de corte de 500 puntos, debido a los requisitos de la Beca Vocación de Profesor4, la realidad es que a cerca de la mitad de los matriculados en carreras de educación en 2013 no se les exigió puntaje PSU o tuvieron puntajes inferiores a los 500 puntos (Alvarado, Duarte y Neilson, 2012).

El foco en el aumento en la selectividad de quienes entran a estudiar pedagogia es de gran importancia, ya que la evidencia internacional senala que existe una fuerte correlacion entre el desempeno de los sistemas educativos a nivel general y los criterios de selectividad para las carreras de educacion (Schleicher, 2013; Barber y Mourshed 2008; Chevalier, Dolton y McIntosh, 2006). De hecho, entre todos los componentes de una politica docente integral, se ha destacado como el componente mas relevante para poder impactar en la calidad de los graduados de los programas de formacion docente, y en los aprendizajes academicos de los estudiantes (Ingvarson y Rowley, 2017).

En relación con la acreditación, se establecen nuevos estándares de formación para las carreras de educación, a través de nuevos criterios orientadores para la acreditación de estas, donde se busca mejorar e incentivar la relación de las instituciones formadoras con los establecimientos educacionales. Uno de los principales desafíos que tienen actualmente las instituciones formadoras es avanzar en el acercamiento de sus estudiantes a la realidad de los establecimientos educacionales, acompañar y retroalimentar aún más sus prácticas profesionales, y desarrollar estrategias que permitan a los estudiantes vislumbrar lo complejo y desafiante del ejercicio docente.

Además, se establece la acreditación obligatoria para la universidad, carrera y programa en particular, y una prueba diagnóstica al inicio y cuarto año del programa, que permite evaluar los conocimientos disciplinarios y pedagógicos de los estudiantes en formación. A pesar de que existe escasa evidencia internacional comparada en relación a la acreditación de los programas o su relación con la calidad de sus graduados (Ingvarson y Rowley, 2017), este tipo de políticas cobran sentido en un país como Chile, donde hubo un aumento explosivo de ofertas de carreras de pedagogía en años anteriores sin mayor regulación de su oferta educativa (ver Cabezas y Claro, 2011). En consecuencia, los resultados de sus profesores recién egresados arrojan muy bajo nivel de conocimientos pedagógicos y disciplinarios (Babcock et al., 2010).

2.2. Carrera docente universal para quienes se desempeñen en establecimientos con financiamiento público

Una de las características centrales que la sociedad civil destacó como necesaria para esta política (Hochschild et al., 2014) fue el carácter universal de la carrera docente para los profesores que trabajaban en establecimientos educacionales que reciben subvención estatal, es decir, educadores que trabajen en establecimientos públicos y particular subvencionados. Estos abarcan aproximadamente al 90% de los profesores que se encuentran en ejercicio en establecimientos educacionales en los niveles de enseñanza inicial, básica y media (Centro de Estudios Mineduc, 2017), y alrededor del 80% de los educadores que ejercen en los niveles sala cuna, medio menor y medio mayor, o niveles de transición no escolarizados (proyección de matrícula, en base a CASEN 2015). Además, considera tanto a los nuevos profesores como a los que ya se encuentran insertos en el sistema, así como a los educadores de párvulos de salas cuna, jardines infantiles y escuelas.

El ingreso de los profesores al Sistema de Desarrollo Profesional es gradual (en casos, en exceso, como veremos más adelante), siendo los docentes de establecimientos municipales los primeros que ya comenzaron a recibir los beneficios salariales, acorde a su tramo de encasillamiento, en julio de 2017.

Los docentes del sector particular subvencionado y de administración delegada lo harán entre 2018 y 2025, dependiendo del año en que su establecimiento ingrese al Sistema de Desarrollo Profesional, para lo cual deberán postular. La Ley establece, en términos de cupos, que al menos un séptimo de los docentes del sector particular subvencionado o administración delegada ingresará al sistema anualmente, a partir de 2018. En caso de que los procesos de postulación de los establecimientos superen este cupo señalado, para su elección se dará prevalencia a instituciones que concentren mayor porcentaje de alumnos prioritarios. De esta forma, la gran mayoría de los profesores y educadores se acogerá a los reconocimientos y mecanismos de promoción de esta carrera, respetando el régimen contractual entre profesores y sus sostenedores, por lo que se mantendrá el Estatuto Docente para los profesores desempeñándose en el sistema público y el Código del Trabajo en los establecimientos particulares (incluyendo los particulares subvencionados) y los regímenes respectivos en educación parvularia.

2.3. Aumento en la remuneración de los profesores

Esta Ley establece un aumento salarial en un 30%, en promedio, al ingresar al Sistema de Desarrollo Profesional Docente, pudiendo incluso duplicarse dependiendo del tramo de desarrollo alcanzado. Este aumento es mayormente por asignación directa, a través del Bono de Reconocimiento Profesional (BRP)5, sin importar las circunstancias de los docentes, por lo que elimina trabas administrativas y no lo deja sujeto al sostenedor. Posteriormente, el aumento salarial se asocia principalmente a los años de experiencia y a los tramos alcanzados en el Sistema de Desarrollo Profesional a través de la asignación otorgada por Tramo de Desarrollo Profesional.

Este aumento salarial responde a uno de los elementos principales que afectan el estado de la profesión docente, respecto a lo poco atractiva y valorada que es la carrera (Cabezas y Claro, 2011; Elige Educar, 2014). De hecho, la proyección salarial de quienes optan por pedagogías está muy por debajo de otras carreras: un profesor gana, en promedio, un 55%6 menos que profesionales de otras carreras comparables. Lo anterior se ha revelado como una de las causas de que al quinto año de ejercicio ya el 40% de los docentes haya decidido dejar la sala de clases (Valenzuela y Sevilla, 2013).

Un estudio realizado por Elige Educar (2014), utilizando metodología de preferencias declaradas, con una muestra de 183 estudiantes recién egresados de enseñanza media, de la Región Metropolitana y postulantes a la Beca Vocación de Profesor, determinó que un salario atractivo de $1.000.000 en los primeros años, junto con un aumento en la selectividad en el ingreso de carreras de pedagogía -como el establecido por la Ley-, aumentaría en un 37% la probabilidad de que un estudiante de este perfil siga carreras de educación. La evidencia internacional es también clara en establecer el rol del salario inicial en la atracción de estudiantes talentosos (Barber y Mourshed, 2008; Department of Education, Science, and Training, 2006). Además, estudios recientes también han mostrado una relación entre la inversión en mejoras salariales de los docentes y resultados académicos de los estudiantes (Carnoy, Beteille, Brodziak, Loyalka, y Luschei, 2009; Dolton y Marcenaro-Gutierrez, 2011).

La Ley, adicionalmente, se propone atraer y mantener a docentes de mejor desempeño en los sectores de mayor vulnerabilidad, con la creación de una asignación para este fin (Asignación de Reconocimiento por Docencia en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios). La asignación que establece, para un profesor con un bienio y que se encuentra en el tramo Inicial o Temprano, es de $43.000 al mes como máximo por desempeñarse en establecimientos de alta concentración de vulnerabilidad (con más de un 80% de alumnos prioritarios). No obstante, los autores consideran que no es suficiente para contrarrestar las mejores condiciones existentes en establecimientos de mejor nivel socioeconómico y es un tema pendiente a modificar del diseño original de la Ley.

En la encuesta Voces Docentes I, representativa de docentes a nivel nacional, el 82% de los profesores menciona que es muy importante considerar el nivel de vulnerabilidad de los estudiantes en su reconocimiento económico (CPP UC y Elige Educar, 2015). En esa línea, a pesar de estas sustanciales mejoras en el salario, no hay un énfasis en particular en mejorar mecanismos de reconocimiento para incorporar y mantener a docentes en aulas en establecimientos de mayor desventaja social.

2.4. Aumento y definición de horas no lectivas

La Ley establece un aumento en 10 puntos porcentuales de las horas no lectivas, lo que constituye uno de sus logros importantes. En concreto, modificará gradualmente la proporción de horas lectivas y no lectivas pasando de 75/25 a 65/35 en 2019, para mejorar el desarrollo de las actividades complementarias al aula. Además, a partir de 2019, los establecimientos educacionales con una concentración mayor de 80% de alumnos prioritarios, avanzarán a una proporción de 60/40 para sus docentes del primer ciclo básico (1° a 4° básico), para lo cual podrán utilizar recursos SEP para su financiamiento.

Además de estas modificaciones referidas a la cantidad de tiempo no lectivo, se realizaron modificaciones en relación al uso que se le da a las horas curriculares. A este respecto, la Ley establece un cambio a la definición de hora no lectiva y busca asegurar que el 40% de las horas no lectivas de cada profesor sean usadas sólo para preparación de clases, revisión y preparación de evaluaciones. De la misma manera, es destacable que se haya establecido que los directores deberán propender a que las horas no lectivas se realicen en bloques y no de manera atomizada, para asegurar que los docentes tengan un espacio de tiempo apropiado para planificar los procesos pedagógicos. Asimismo, la Ley avanza en labores de fiscalización de esas horas no lectivas y su correcto uso.

Las horas no lectivas resultan esenciales para la planificación y el funcionamiento de una buena clase, para la cual es necesario preparar y presentar adecuadamente el material educativo; motivar y monitorear el aprendizaje; entregar y recibir retroalimentación sobre los logros; y hacer un buen uso de la información para mejorar la planificación futura (Cockburn, 1994; Darling-Hammond, Wei, Andree, Richardson y Orphanos, 2009). Así también, fuera de la sala de clases, el docente puede vincularse con sus estudiantes en otros espacios, trabajar con sus pares y relacionarse con los apoderados.

Tal como se establece en Cabezas, Medeiros, Inostroza, Gómez y Loyola (2017), el trabajo fuera del aula se debiese desarrollar formalmente dentro de la jornada laboral durante las "horas no lectivas", sin embargo, muchas veces se desarrolla fuera de la escuela durante horas no remuneradas ("horas extra") por falta de tiempo para desarrollar todas las tareas docentes requeridas (Smith y Bourke, 1992). Otros estudios han destacado la alta cantidad de horas que los docentes reportan trabajar fuera de lo estipulado por su contrato (11 horas extra semanales en promedio), llegando en algunos casos hasta las 70 horas (CPP UC y Elige Educar, 2016). Así, esta presión de tiempo afecta directamente la satisfacción laboral de los profesores (Cabezas et al., 2017), y, como consecuencia, la retención del docente en el sistema se ve reducida.

2.5. Aumento de estándares para el desarrollo profesional

De la misma manera en que se aumentan las exigencias para los procesos de matrícula, la Ley de PND incrementa los estándares relativos al proceso de reconocimiento profesional. Para esto, crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente, el cual no sólo ofrece mejores reconocimientos a los profesores en la medida que avanzan en él, sino que también establece la obligatoriedad de acceder a un determinado tramo, el llamado tramo Avanzado.7

Los nuevos estándares también establecen ciertos mínimos y exigencias para ir progresando en los tramos. Los docentes contarán con dos oportunidades para avanzar desde el Tramo Inicial al Tramo Temprano y, en caso de no avanzar, deberán abandonar el sistema. Los docentes que ingresen desde 2025 al sistema de Desarrollo Profesional Docente (estando ya la Política Nacional Docente en régimen), tendrán un plazo de 8 años (dos procesos de reconocimiento) para avanzar desde el tramo Temprano al tramo Avanzado, debiendo salir del sistema y volver a ingresar al tramo Inicial en caso de no hacerlo (con la obligación de alcanzar el tramo Avanzado en dos años). Adicionalmente, si bien no hace obligatorio alcanzar el tramo Avanzado a quienes actualmente están en servicio en el sector municipal, sí establece mecanismos que inhiben la permanencia de los docentes en el tramo Temprano, motivándolos a acceder al tramo Avanzado.

El avance en los tramos tiene implicancias en las remuneraciones de los profesores, así como en las posibilidades de asumir nuevas responsabilidades al interior de los establecimientos. La progresión entre tramos se efectuará según los años de experiencia, el nivel de logro obtenido en los instrumentos de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos y en el instrumento portafolio profesional de competencias pedagógicas, el cual considerará, entre otros aspectos, el trabajo colaborativo entre pares y con padres y apoderados, la creación e innovación pedagógica y la formación académica pertinente al ejercicio profesional.8

2.6. Creación de un sistema de inducción a los profesores noveles y fortalecimiento de la formación en servicio

Considerando la evidencia de los beneficios del acompañamiento de los profesores noveles (Totterdell, Woodroffe, Bubb y Hanrahan, 2004; Howe, 2006; Wang, Odell y Schwille, 2008) y la realidad del contexto chileno, la Ley establece un sistema de acompañamiento a docentes principiantes a través de programas locales y nacionales para la inducción docente, de forma gratuita y al interior de cada establecimiento. Adicionalmente, la Ley permite que los establecimientos educacionales desarrollen sus propios sistemas locales de inducción, siempre y cuando estos se encuentren en la parte superior del ordenamiento de la Agencia de la Calidad de la Educación.9 Esa es una medida relevante, especialmente si se considera que, inicialmente, el proyecto de ley sólo contemplaba mecanismos nacionales y centralizados para los procesos de inducción, lo que logró modificarse en el proceso legislativo.

Los sistemas de inducción docente buscan establecer algún tipo de acompañamiento al profesor que recién se está iniciando en su vida laboral (Britton, Paine, Pimm y Raizen, 2008) y se ve enfrentado a múltiples tareas (e.g. conocer a sus estudiantes y la comunidad), problemas (e.g. dificultad de transferir los aprendizajes adquiridos en su formación inicial) y desafíos (e.g. desarrollar una identidad profesional) (Marcelo, 2008, 2009).

Bajo distintos nombres, estos programas proporcionan al nuevo profesor apoyo para desarrollar las habilidades necesarias para desenvolverse en el contexto laboral en que comienza su carrera, y en su mayoría muestran efectos positivos en la retención del profesor novel, mejoras en los resultados de los estudiantes y perfeccionamiento en prácticas docentes (Ingersoll y Strong, 2011; Smith y Ingersoll, 2004). Su rol es clave ya que, además, se ha demostrado que el desempeño inicial de un docente sería altamente predictivo de su desempeño futuro (Rockoff, 2004).

En relación a los procesos de formación continua, tal como sucede con otras profesiones de alta complejidad, es imperante que los docentes estén en constante actualización y formación (Wiliam, 2010). La formación en servicio es uno de los elementos centrales en los procesos que permiten a los profesores mejorar sus prácticas educacionales (Kennedy, 2016; Long, McKenzie-Robblee, Schaefer, Steeves, Wnuk, Pinnegar y Clandinin, 2012), de ahí la relevancia de que esta Ley haya avanzado en consagrar la formación continua como un derecho y de carácter gratuito, terminando con la antigua preferencia que se daba a los profesores que contaban con recursos (propios o del establecimiento) para financiar sus programas.

La Ley, además de la formación en servicio, donde el nivel central juega un rol clave, también crea la obligación de que los establecimientos cuenten con procesos de formación interna para sus docentes, lo cual favorecerá procesos formativos contextualizados y pertinentes, creando mayor capacidad interna en las comunidades educativas para fortalecer su desarrollo profesional. Para ello, los directivos deberán elaborar planes de formación local para el desarrollo profesional, fomentando el trabajo colaborativo y la retroalimentación pedagógica de su equipo docente. Esto es un cambio radical en nuestra realidad nacional, dado que obliga a los actores educativos a pensar -desde sus prácticas pedagógicas- cómo pueden seguir mejorando.

En particular, la búsqueda de un sistema de acompañamiento local para los docentes se basa en la idea de que todo profesor, independiente del nivel de desempeño donde se encuentre, puede y debe mejorar constantemente sus prácticas. Por lo tanto, la política pública debe establecer un sistema que facilite que cada profesor encuentre los espacios necesarios para mejorar su práctica, especialmente, dentro de la comunidad educativa a la que pertenece. Bajo esta necesidad, la evidencia recolectada por Wiliam (2012, 2015) y Barber, Chijioke y Mourshed (2010), muestra que los procesos de retroalimentación dentro de los colegios no son sólo el elemento que más aumenta la calidad de la enseñanza, sino también permite una implementación de las mejoras de bajo costo. En ese sentido, la Ley iría en la dirección adecuada, abriendo una gran oportunidad de tener una formación contextualizada y más cercana a las necesidades de los docentes.

TABLA 1. 
COMPARACION DE LOS PRINCIPALES COMPONENTES DEL SISTEMA DE DESARROLLO DOCENTE, ANTES Y DESPUES DE LA IMPLEMENTACION DE LA PND




	
	Antes
	Con Política Nacional Docente



	Selectividad en ingreso a carreras de educación
	No existen exigencias. 
2012: 50% de nuevos estudiantes en educación ingresa con puntajes sobre 500 PSU (Alvarado, Duarte y Neilson, 2012).
	Se instalan exigencias. 
Al 2023: 100% de nuevos estudiantes en educación ingresan con puntajes sobre 550 PSU; 10% Ranking; 500 PSU + 30% Ranking; o PACE.



	Horas No Lectivas
	
2016: Proporción Horas Lectivas / Horas No Lectivas era de 75%/25%. 
11 horas no lectivas para profesores con jornada de 44 horas dedicadas al aula (CPP UC y Elige Educar, 2016).
	
Al 2019: Proporción Horas Lectivas / Horas No Lectivas será de 65%/35%. 
15,4 horas no lectivas para profesores con jornada de 44 horas dedicadas al aula.



	Inducción
	Proceso voluntario de cada establecimiento. 
2013: 16% de los profesores noveles declara haber tenido algún tipo de mentoría (OECD, 2014).
	Derecho para los profesores novatos. 
2018: se inicia implementación de sistema nacional para brindar recursos humanos y asignaciones para el proceso de inducción.



	Remuneraciones
	
Caso: Profesor Ed. Básica, novel, con 44 horas de contrato y en establecimiento con 80% de alumnos prioritarios. 

Sueldo bruto inicial: $662.671 
Sueldo bruto 5 años de ejercicio: $742.179 (sin asignación por desempeño) 
Sueldo bruto 15 anos de ejercicio: $939.468 (sin asignacion por desempeno) 
(Elige Educar, 2017 en base a información Mineduc, 2015).
	
Caso: Profesor Ed. Básica, novel, con 44 horas de contrato y en establecimiento con 80% de alumnos prioritarios. Avance rápido en tramos de desarrollo profesional docente. 

Sueldo bruto inicial: $936.001 
Sueldo bruto 5 años de ejercicio: $1.205.334 (tramo Avanzado) 
Sueldo bruto 15 años de ejercicio: $1.920.250 (tramo Experto II) 
(Elige Educar, 2017 en base a información Mineduc, 2015).



	Formación Continua
	Se accede con recursos propios o del establecimiento. 
Oferta ofrecida principalmente desde el nivel central.
	Se consagra como un derecho y de carácter gratuito. 
Oferta ofrecida desde el nivel central, pero se establece obligación de que establecimientos cuenten también con procesos internos de formación.





La Tabla 1 compara la situación de los docentes antes y después de implementación de la Política Nacional Docente en los principales aspectos que modifica la Ley.

3. PRINCIPALES DESAFÍOS FUTUROS DE IMPLEMENTACIÓN DE LA PND

Si bien la Ley perfecciona considerablemente las condiciones de selección, formativas y laborales de los profesores, en comparación a la realidad nacional existente, es necesario llevar al máximo el potencial que esta tiene para lograr el alcance para el que fue diseñada. Es por este motivo que se vuelve necesario hacer un análisis en mayor profundidad en su etapa actual de implementación y examinar los potenciales desafíos que surgen a partir de este.

3.1 Selectividad de las carreras de educación y sus efectos en la ofertademanda de docentes para el sistema educacional

Es contradictorio, pero a pesar de ser deseable el aumento en selectividad de las carreras de educación, es importante analizar la oferta y demanda de los docentes en mayor profundidad, considerando variables de contexto, regional y por subsector, ya que puede tener impactos no esperados en la oferta. Por ejemplo, en regiones extremas, se observa que son las universidades del CRUCH las que lideran los puntajes de la región, ubicándose apenas por sobre la barrera de los 500 puntos y en ocasiones con matrículas bastante bajas por carrera, lo que pone un escenario de base que puede ser muy sensible a los aumentos en selectividad.

Al hacer un análisis de la oferta y demanda de docentes, se observa que efectivamente se proyecta déficit de horas docentes en algunos niveles, asignaturas y regiones. Un estudio de Medeiros, Gómez, Sánchez y Orrego (2018), que estima el efecto de dos medidas asociadas a la Política Nacional Docente -aumento en selectividad y aumento en la proporción de horas no lectivas- proyecta un déficit en Enseñanza Básica a partir del año 2018 y en la mayoría de las asignaturas de Enseñanza Media a partir del año 2019.10 El caso más complejo es el de Enseñanza Básica, ya que es donde se produce mayor merma en las matrículas y donde los docentes presentan mayor cantidad de horas de contrato, por lo que las nuevas horas que surgen por el aumento de las horas no lectivas, deberán ser asumidas, en su mayoría, por nuevos docentes fuera del sistema educativo.

No obstante, la misma estimación dibuja un escenario más favorable -asociado al aumento en selectividad de la carrera y al aumento en las remuneraciones promedio de los primeros 5 años- propiciando cambios en el atractivo por estudiar carreras de educación, en que se proyecta hasta un 37% de mayor interés en postulantes a carreras de educación (Elige Educar, 2014). De hecho, los datos del proceso de postulación para ingreso universitario 2018, ya mostraron un aumento en postulantes a carreras de educación en un 20% respecto al año anterior. En este escenario proyectado, el déficit disminuye considerablemente en Enseñanza Media, presentando sólo déficit de 17% en Ciencias (que incluye ciencias naturales, física, biología y química) y en Historia y Geografía, de 6%. En el caso de Educación Básica, la situación se mantiene compleja, proyectando un déficit de 120% de las horas docentes al 2031 (Medeiros et al., 2018).

En este sentido, el aumento de las exigencias de entrada podría poner en jaque al sistema si no se consideran elementos para el reclutamiento de futuros profesores. Si bien la Ley buscó apoyar a las regiones generando un proceso gradual de implementación de los requisitos de selección, esto no es suficiente en el mediano plazo, desaprovechando el potencial de mecanismos alternativos e inclusivos de selección a carreras de educación.

3.2 Cómo pasar de una política laboral a una política que tenga impacto en lo pedagógico

El impacto de una política docente se evaluará, finalmente, por su repercusión en los aprendizajes de los estudiantes. En este sentido, los cambios laborales en favor de la docencia tienen valor en sí mismos, pero son, por sobre todo, cambios laborales para propiciar una mejora pedagógica. El supuesto es que cambios en las condiciones en las que se estructura la profesión docente, se traducen en cambios pedagógicos en la sala de clases. La expectativa, por lo tanto, es que la experiencia de aprendizaje cambie, al alero de una mejora en la enseñanza promovida por una política pública que busca impulsar una mejora profesional de los docentes. La evidencia para Chile ha mostrado una correlación positiva entre los resultados del portafolio y las pruebas de selección universitaria (Centro de Estudios del Mineduc, 2013), así como una correlación positiva entre los resultados de aprendizaje de los estudiantes y el portafolio de la evaluación docente (Santiago, Benavides, Danielson, Goe y Nusche, 2013; Centro de Estudios Mineduc, 2012).

Ambos indicadores están ligados a la Política, el primero respecto al aumento de exigencia en los procesos de selección para ingresar a la universidad, y el segundo, respecto a los mecanismos de desarrollo y progresión en los tramos de la carrera docente. No obstante, la validación del instrumento y los estándares sobre los que se basa la Política no aseguran que los docentes logren alcanzar ese desarrollo.

El desafío, por lo tanto, es altamente complejo e implica cambiar creencias y prácticas docentes, muchas veces arraigadas en la cultura, determinando elementos claves como son la formación y el desarrollo docente dentro de las comunidades educativas.

3.3 Implementación y uso efectivo de las horas no lectivas

El principal desafío está en resguardar que el tiempo no lectivo esté destinado principalmente a las actividades asociadas a la enseñanza. Un estudio liderado por el CPP UC y Elige Educar (2016), muestra la diversidad de funciones que realizan los profesores en sus horas no lectivas, que van desde la planificación de las unidades de estudio y clases, hasta la realización de tareas administrativas, tareas logísticas y reemplazos de otros profesores.

Salvo excepciones (como es el caso de actividades de capacitaciones e instancias de contacto con la comunidad escolar), más del 60% de los docentes declara realizar esta variedad de actividades semanalmente, tanto dentro de sus horas no lectivas como en sus horas extras. Más aún, el 60% de los docentes encuestados menciona realizar diariamente las actividades administrativas asociadas a la enseñanza (como registrar notas, asistencias, etc.) y los tiempos de supervisión de alumnos en recreos o almuerzos. Mientras que un tercio de los docentes realiza reemplazos semanalmente, siendo un tema que es comúnmente nombrado por los profesores como una de las actividades que dificultan la gestión de sus tiempos no lectivos.

De esta manera, el alto porcentaje de docentes que afirma realizar esta variedad de actividades, sumado a la alta frecuencia con que las realiza, evidencia la intensificación de la carga laboral de los docentes y el desafío de enfocarse en las tareas que tienen fin pedagógico. Considerando esta evidencia, resulta fundamental encontrar mecanismos efectivos que permitan regular y supervisar cómo serán utilizadas estas horas no lectivas adicionales, procurando que se destinen para el fin bajo el cual han sido concebidas, evitando que los profesores realicen o prioricen su tiempo en actividades que no son un aporte directo al desarrollo de los aprendizajes de sus estudiantes.

De esta manera, y como punto de partida, es importante consensuar una adecuada definición que norme qué es una hora no lectiva y qué uso se le puede dar. En la Ley de Carrera Docente se realiza una nueva definición donde se incorporan actividades colaborativas y estas, a su vez, se vinculan o articulan con diferentes actividades de los Planes de Mejoramiento Escolar (PME), dejando de lado acciones que no necesariamente se relacionaban con el proceso educativo. Sin embargo, al estar esta nueva definición de horas no lectivas detallada en el proceso de reglamentación de la Ley (i.e., la aprobación o ajustes corresponden al poder ejecutivo) existe el riesgo de que esta diversidad de actividades pueda volver a ser considerada en la definición.

Por otro lado, la nueva Ley le otorga al director la autonomía para decidir discrecionalmente si modifica tanto la definición de hora no lectiva (Artículo 6 de la Ley 19.070) como el "horario protegido" establecido por la nueva Ley (artículo 68 y 80 de la Ley 19.070), previa consulta al consejo de profesores, mas no siendo necesaria su aprobación. Si bien es necesario otorgar mayor autonomía a los directores para que puedan ejercer su liderazgo pedagógico, como lo sugiere la literatura, en este punto específico lo anterior podría presentar un riesgo ya que se podría priorizar ese tiempo para responder a requerimientos propios del establecimiento (como gestiones administrativas, reemplazos, entre otros).

En relación a los desafíos de implementación a nivel del establecimiento, y particularmente de los directivos, debiera orientarse hacia asegurar que los docentes prioricen su tiempo en actividades en que ellos mismos declaran que les demandan más tiempo, como son la preparación de clases y corrección de evaluaciones (Aste, Rodríguez, Squella y Undurraga, 2012), facilitando los espacios necesarios, resguardando sus tiempos y buscando mecanismos para reducir el tiempo que deben dedicar a otras actividades.

Además, dado el efecto que tiene el trabajo colaborativo dentro de las escuelas en la satisfacción laboral (Cabezas et al., 2017), así como en el desarrollo de una educación inclusiva y en la cooperación del trabajo con pares (Cramer et al., 2010; Moliner, 2008; Stuart, Connor, Cady y Zweifel, 2006), es importante que las escuelas refuercen prácticas de este tipo con sus equipos y otorguen los espacios para la planificación, evaluación y retroalimentación de sus aprendizajes, entre pares docentes.

Finalmente, la evidencia muestra la relevancia que otorgan los docentes en su tiempo no lectivo a instancias de formación en servicio, para adaptarse a los cambios curriculares, metodologías de aprendizaje y actualización de contenidos (Cabezas et al., 2017). Así, se abre como desafío para los directivos y docentes el priorizar su tiempo no lectivo en espacios de formación y, junto con lo anterior, en innovar en la forma que gestionan su tiempo, buscando nuevas estrategias pedagógicas y espacios que permitan desarrollar todas las actividades en los tiempos que disponen para ello.

3.4 Implementación gradual de la Ley para educadores de párvulos

Diversos estudios han destacado al educador de párvulos como un factor determinante en la calidad de los programas de educación inicial y, consecuentemente, en los posibles efectos positivos en los niños y niñas (Shonkoff y Philips, 2000). En ese sentido, la incorporación de los educadores de párvulos en la Ley, viene a hacer un aporte crucial a la etapa más relevante de formación de nuestros niños y niñas. No obstante, su incorporación comenzará a operar en el año 2017 para los educadores de párvulos que se desempeñen en establecimientos educacionales (escolares) de determinada dependencia. Mientras que, por el lado de los educadores que trabajan en salas cuna y niveles medios de establecimientos con financiamiento público, i.e., Junji, Integra y financiados vía transferencia de fondos específicamente, ingresarán al sistema de desarrollo profesional en forma voluntaria y sujetos a cupos, entre 2020 y 2025. En consecuencia, recién lo harían todos de forma obligatoria desde 2026.11

Si bien es comprensible el proceso gradual de implementación, especialmente en lo que respecta a la evaluación en servicio y la mejora de condiciones laborales, esto puede traer efectos perjudiciales al sistema que es relevante advertir en su implementación. En particular, son dos los grandes desafíos que se vislumbran: 1) que no se logre reclutar suficientes estudiantes que cumplan con los nuevos criterios de selección y formación (al no haber de la mano mejora en las condiciones laborales), y 2) una estratificación de los educadores en el sistema educacional de párvulos, entre quienes ejercen en establecimientos escolares y quienes ejercen en jardines infantiles y salas cuna.

En relación al primer desafío, la literatura es clara en destacar que si bien la selectividad en el ingreso a carreras de educación ha demostrado ser una de las políticas que más se asocian a buenos resultados académicos de los futuros profesores y alumnos, es necesario que esta sea complementada con políticas y mecanismos que aseguren que la pedagogía es una carrera de alto status y que provee un desarrollo profesional comparable en salario y condiciones a las otras profesiones que atraen y reclutan a los estudiantes más talentosos (Ingvarson y Rowley, 2017). En caso contrario, se corre el riesgo de no tener capacidad para reclutar a los alumnos talentosos a la carrera de educación (a favor de otras profesiones e incluso de otras carreras de pedagogía), y de afectar la valoración social de la profesión.

Ya se comenzó a implementar desde 2017 el aumento de los criterios de selección a los estudiantes de carreras de educación de párvulos, y a la normativa que sólo autoriza a universidades acreditadas poder dictar la carrera. Sin embargo, estas medidas no están siendo acompañadas de estas otras condiciones de apoyo y mejora en sus condiciones laborales incluidas en la PND. Por lo demás, hay que considerar que los educadores iniciales siguen teniendo el salario más bajo que el de todas las profesiones universitarias (Mi futuro, 2014). En esta línea, estudios de oferta y demanda proyectan, de hecho, un déficit significativo de educadores de párvulos en el sistema para los próximos años, en especial en Regiones (Elige Educar, 2014).

Respecto a la estratificación que podría generarse entre educadores de párvulos de establecimientos escolares y educadores de jardines infantiles y salas cuna, existe escasa evidencia que permita ampliar la perspectiva y conocimiento sobre la distribución, trayectorias y características del mercado laboral de los educadores de párvulos, según características sociodemográficas y de formación. Sin embargo, existe cierta evidencia de una división entre aquellos educadores que se desempeñan con el segmento de 0 a 3 y quienes trabajan con la educación inicial escolarizada, con niños de 4 a 6 años (Pardo y Adlerstein, 2015).

Además, se destaca que, tanto en los países de la OCDE como de la región, se observa que quienes asumen labores docentes con los niños más pequeños son más jóvenes, de menor experiencia y calificación; mientras que los docentes que ejercen la docencia con la población de 4 a 6 años, tienden a ser mejor calificados, experimentados y de mayor edad.

Evidencia para Chile de un estudio cualitativo realizado a 32 educadoras de párvulos en relación a su decisión de empleo, destaca la flexibilidad a la hora de decidir los lugares de empleo, otorgando prioridad a elementos como el salario, la jornada laboral, otras condiciones de empleo y distancia al lugar de trabajo (Cabezas et al., 2018). Por lo tanto, por la implementación gradual de la Ley, al tener educadores de párvulos que sí entran a la carrera docente desde 2017, y otros que lo harían años más tarde, es posible que se genere una estratificación significativa en el sistema entre aquellos educadores según sus características de formación, optando educadores mejor formados por trabajar en colegios, y aquellos con peores estándares de formación, que tienen menos opción de empleo, en jardines de menor calidad.

Por último, es relevante destacar que las trayectorias de formación de los educadores de párvulos difieren a las de otros docentes. Además de la trayectoria más habitual, donde estudiantes recientemente egresados del colegio optan por la carrera universitaria, existe un número importante de educadores, que previo a sus estudios universitarios, obtienen un título técnico de Técnico en párvulos, ya sea en el Liceo Técnico-Profesional, Centro de Formación Técnica o en un Instituto Profesional. Estos posteriormente optan por la obtención de su título de educador años más tarde, con el fin de potenciar su aporte en el trabajo con niños y cumplir un rol más profesionalizante; muchos realizando sus estudios mientras trabajan como técnicos. También existen educadores de vocación tardía, que deciden optar por el título después de cumplir con su rol de madre/ padre. Importante será analizar cómo estas trayectorias de formación variadas pueden confluir con programas de formación de calidad, que considere estas diferentes realidades.

4. PROPUESTAS PARA AVANZAR EN LOGRAR LOS OBJETIVOS QUE PERSIGUE EL NUEVO SISTEMA DE DESARROLLO DOCENTE

La nueva Ley de PND, logra reunir una serie de esfuerzos en materia docente, darle un abordaje sistémico y transformarlo en una Ley que aspira a modificar las prácticas pedagógicas en el aula y los resultados de aprendizaje de sus estudiantes, así como la valoración del profesor en el mediano plazo. En esta línea entregamos una serie de recomendaciones de política pública que se detallan a continuación, alineadas a lo analizado previamente en este capítulo, tal como está representado por la Tabla 2.

TABLA 2. 
RESUMEN DE LAS PROPUESTAS DE POLÍTICA PÚBLICA ENTREGADAS EN ESTE CAPÍTULO




	Desafíos
	Propuesta



	3.1 Selectividad y sus efectos en la oferta de educadores
	4.1 Comunicar la Ley (campañas de valoración social y atracción a las pedagogías) Plan Nacional de atracción (BVP tipo III)



	3.2 El paso de una política laboral al impacto en lo pedagógico
	4.2 Poner foco en al menos 3 factores de soporte: 
- Directivos 
- Mejora entre pares 
- Retroalimentación del sistema de evaluación



	3.3 Definición y uso de HNL
	4.3 Definir lo que las HNL no debiesen incluir Definición de cada una de las dimensiones incorporadas 
Parte de las horas de gestión del equipo directivo, destinadas a actividades con fines pedagógicos



	3.4 Implementación gradual de la Ley para educadores de párvulos
	4.4 Acelerar su ingreso a PND 
Extender las medidas de la Ley a educadores de párvulos (uso y definición de HNL, inducción) Programa de atracción





4.1 Comunicar la carrera docente

Afortunadamente, la Política Nacional Docente sí establece cambios en las condiciones del ejercicio de la profesión, que la acercan al promedio de otras profesiones, como el aumento en remuneraciones. No obstante, es necesario hacer un esfuerzo comunicacional con tres focos: comunicar la carrera docente, levantar procesos de retroalimentación durante su implementación y aumentar la valoración social de la profesión.

Por una parte, es necesario socializar y dar a conocer con claridad y detalle los cambios en la profesión docente a los actuales y futuros profesores, tales como: el aumento salarial, el nuevo escenario de la formación inicial docente, los apoyos que habrá durante el ejercicio y las posibilidades de ir progresando profesionalmente a lo largo de la carrera.

Esto es muy relevante, sobre todo de cara a estudiantes que están en proceso de elegir su carrera. Durante el año 2017, de los más de 13.300 estudiantes interesados en estudiar pedagogía e inscritos en un plan de acompañamiento de Elige Educar, el 75% nunca había escuchado hablar de la nueva Política Nacional Docente.12

Esto habla de que aún hay un alto desconocimiento de las nuevas condiciones y beneficios de esta profesión, por lo que será fundamental comunicarlos, tanto a potenciales estudiantes como a la sociedad en general, fomentando la valoración de estudiar carreras de educación.

Junto con lo anterior, es necesario establecer mecanismos que permitan monitorear y retroalimentar la implementación de la nueva Política Nacional Docente. Una exitosa implementación de una política educativa debe comprometer a todos los actores implicados en el proceso de enseñanza y aprendizaje no sólo en su diseño, sino que también en su ejecución (Desimone, 2002). En ese sentido, es clave monitorear cómo se van cumpliendo o ampliando las expectativas de los docentes a lo largo de la implementación de la carrera docente, así como rescatar, desde los docentes, su opinión y evaluación de cómo se está llevando a la práctica. Lo anterior no sólo permitiría diseñar procesos de mejora constante en la implementación, sino también aumentar la confianza de los profesores en la reforma y las perspectivas futuras de su profesión.

Por otra parte, se hace necesario generar campañas de valoración social y atracción a las pedagogías, que no sólo den cuenta de las nuevas condiciones, sino que hablen de los desafíos propios de la profesión, de su complejidad y del impacto que genera en las vidas de los estudiantes y de todo un país.

Junto con poner el foco en los aspectos comunicacionales, se recomienda desarrollar un plan nacional para la atracción a las carreras de educación, especialmente a aquellas donde se proyecta mayor déficit. Si bien hoy existe la Beca Vocación de Profesor, esta podría enriquecerse, sumando nuevos beneficios, con foco en ciertas especialidades y regiones donde la atracción es más desafiante. Junto con eso, desarrollar un programa de vocación tardía para potenciar el estudio de programas de educación donde se proyecta mayor déficit, como Ciencias, por ejemplo. Restablecer la Beca Tipo III13 de la Beca Vocación de Profesor puede ser una política que movilice a muchos profesionales o egresados a estudiar para ser profesores en el futuro. Junto con restablecerla, se recomendaría sumar la posibilidad que financie no sólo los Programas cortos de Formación Pedagógica, sino programas completos incentivando el ingreso de futuros profesores en niveles como Educación Básica y Educación de Párvulos, quienes también presentan alto déficit proyectado.

4.2 Pasar de una política de implicancias laborales a una con cambios concretos en la acción pedagógica

Al menos tres factores de soporte deberían tenerse en cuenta, para pasar de una política de implicancias laborales, a cambios concretos en la acción pedagógica.

a) Los directivos. Si la política pública se instala en las escuelas como una acción exclusivamente administrativa de los directores, que no logra trascender en el quehacer de las comunidades educativas, será difícil lograr el impacto esperado. La política debe instalarse como una herramienta para la mejora, que los directores puedan utilizar para movilizar a la comunidad docente. El liderazgo pedagógico de los directores es motor de mejora, mientras que su ausencia puede transformar la política en una acción externa a la escuela que sólo se traduzca en una mayor sobrecarga administrativa (Leithwood, Seashore, Anderson y Wahlstrom, 2004).

b) La mejora entre pares. No son necesariamente las capacitaciones a las que atienden los docentes fuera de la escuela, las que realizarán la movilización a la mejora docente, sino el modelamiento de buenas prácticas dentro de la escuela y la instalación de procesos de mejora entre pares (Wiliam, 2012). Si la carrera docente, sus sistemas de evaluación docente y el avance en la carrera docente, queda reducido a la acción individual de cada profesor o educador, difícilmente se podrá instalar una cultura de mejora de prácticas docentes en las comunidades educativas. Lamentablemente, la política sólo se pronuncia sobre tutorías en etapas tempranas, como inducción, pero una dinámica similar debería instalarse de manera permanente en las distintas etapas del desarrollo profesional de los docentes.

c) Retroalimentación del sistema de evaluación. La legitimidad del sistema de evaluación de la carrera docente es determinante para su funcionamiento, pero es aún más importante el lograr retroalimentar las prácticas en el sistema (Bambrick-Santoyo, 2012). Si los profesores no pueden reconocer en los sistemas de evaluación un proceso formativo, no habrá impulso al cambio de prácticas. El peso del incentivo económico puede distorsionar fácilmente el rol formativo de la evaluación, por lo tanto, la gestión de este sistema es determinante para movilizar cambios de prácticas, al alero del cambio de la estructura laboral.

Son muchos los factores de soporte sobre la política, sumado a lo complejo de su implementación administrativa. Estos tres puntos señalados no son exhaustivos, pero probablemente sí prioritarios, si se toma en consideración su influencia en el cambio de prácticas de los docentes. Y ese debe ser el norte de la implementación. El aumento de remuneración de la nueva estructura laboral está ligado al cambio o demostración de ciertas prácticas, pero movilizar ese cambio no se causa sólo con el aumento de remuneración. Ese es el gran desafío, la política docente debe ser una herramienta, más que un fin en sí misma, para lograrlo.

4.3 Definición y uso de las horas no lectivas

Ante la posibilidad de modificación arbitraria de cómo se define la hora no lectiva en el reglamento de la PND (decreto 354 del Ministerio de Educación), se propone establecer cuáles son las actividades que la nueva definición de horas no lectivas no debiese incluir, evitando así que se vuelvan a considerar, tal como en la situación previa a la Ley PND, aquellas que no se relacionan directamente con la enseñanza.

Por otra parte, se propone avanzar en establecer una definición de cada una de las dimensiones incorporadas (i.e., ¿qué se entiende por planificación?, ¿qué actividades en específico se relacionan con esta dimensión?), para así tener más certezas, tanto por parte de los directores como de los profesores, de la gama de posibles acciones que se podrán o no desarrollar en dichas horas, facilitando la gestión de dicho tiempo no lectivo.

Junto con lo anterior, también se propone que se promueva, en la gestión del equipo directivo, un destino de estas horas en actividades con fines pedagógicos. Esto, con el fin de priorizar tareas que estén alineadas con el proyecto educativo escolar, con la construcción de comunidades de aprendizaje y, especialmente, con el proceso de enseñanza y aprendizaje de los alumnos (ver más propuestas de este tema en CPPUC y Elige Educar, 2016).

4.4 Priorizar la incorporación de los educadores de párvulos a la carrera docente

Se propone acelerar el ingreso a la carrera docente de los educadores que están en jardines infantiles y salas cuna, reduciendo a 3 años el proceso, para que finalice en 2022. Esto permitirá entregar una mejora sustantiva en las condiciones laborales y en el desarrollo profesional de los educadores de párvulos, impactando directamente la calidad que este nivel educativo puede ofrecer y en la valoración social de la profesión. Así, se favorecerá la formación de los niños más pequeños del sistema educativo, donde se requieren más esfuerzos desde el Estado.

Además, es necesario mejorar las condiciones de enseñanza para los docentes que se desempeñen en este nivel, considerando el posible déficit de educadores que se proyecta, pues esto permitirá atraer a los educadores que han salido del sistema, favorecer la retención de aquellos que quieren desempeñarse en las etapas iniciales en establecimientos no escolares y -sobre todo- atraer a nuevos y mejores postulantes a la carrera de educación de párvulos. En este sentido, es necesario adecuar o extender a los educadores iniciales varias de las medidas que propone la Ley. Por una parte, el aumento de las horas no lectivas al 40% (para profesores del actual primer ciclo básico de establecimientos con concentración de alumnos prioritarios igual o mayor al 80%) debiera incluir también a educadores de Nivel Transición 1 (NT1) y Nivel Transición 2 (NT2) de escuelas. Asimismo, se requiere avanzar en regular la creación y uso de horas no lectivas en establecimientos no escolares (jardines infantiles y salas cuna), los que incluso actualmente no se rigen por el porcentaje que establece el estatuto docente. Por otra parte, con respecto al sistema de inducción, se sugiere adaptarlo de tal forma de incluir las particularidades de este nivel educativo.

En particular, es importante lograr adaptar los requisitos de la inducción a la realidad de la educación inicial, donde un alto porcentaje de educadores trabajan jornadas superiores al tope máximo establecido por Ley (38 horas de contratación). Por último, considerando la necesidad de atraer suficiente talento a estudiar la profesión de educación de párvulos, puede ser necesario un programa de atracción de nuevos talentos que puede incorporar intercambios al extranjero o becas especiales.

4.5 Reconocimiento robusto para mejorar la atracción y retención de docentes más calificados en establecimientos de mayor vulnerabilidad

Es fundamental que exista un reconocimiento robusto para mejorar la atracción y retención de docentes con mejor formación y desempeño en establecimientos de mayor vulnerabilidad desde el primer año del ejercicio docente, y una vez se tenga información de su desempeño, dejarlo sujeto a buenos resultados en las evaluaciones correspondientes.

Esto adquiere mayor relevancia si consideramos que la evidencia para Chile señala que los profesores formados en programas de mejor nivel (según acreditación, tipo y años de estudios) se encuentran trabajando en mayor medida en colegios de mejor nivel socioeconómico (Meckes y Bascopé, 2012; Rivero, 2015; Cabezas, et al., 2011; Cabezas et al., 2017).

5. CONSIDERACIONES FINALES

Cuando una actividad social tan relevante como la labor docente ha tenido años de desprestigio, se hace necesario una acción enérgica, diversa y sostenida en el tiempo (Cabezas y Claro, 2011). El número de profesores activos es enorme, del orden del 1% de la población, y cada modificación a los aspectos estructurales que los afectan puede tener un alto costo. A esto, se agrega que las reformas que influyen en la calidad de la educación suelen tardar tiempo en ser aceptadas e implementadas, así como no tener un impacto explícito inmediato (Desimone, 2002), lo que aleja la acción política que tiende a privilegiar temas más acordes con los ritmos eleccionarios, que son cortos.

La Ley PND es un gran esfuerzo país en esta materia, que tiene el objetivo de impactar en el mediano plazo en los resultados integrales de aprendizaje de nuestros niños y niñas. Es una política integral en torno a temáticas docentes, con un justo equilibro entre elementos de aumento de exigencias, acompañado de mayores apoyos y beneficios. Es, también, el resultado de un diálogo social entre diversos actores, basado en evidencia empírica y experiencias internacionales, clave en cualquier proceso de implementación de política pública exitoso (Schleicher, 2016). Será relevante, pues, poder ir aprendiendo de su proceso de implementación, y no tener que esperar largos años, como fue con el Estatuto Docente, para poder realizar los cambios necesarios. Las políticas públicas grandes y complejas requieren de mejoras en el tiempo. Podemos comenzar desde etapas tempranas de implementación a aprender de los procesos y resultados para poder tomar decisiones.
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